
La ministra de Salud, Ximena
Aguilera, volvió a estar en el cen-
tro de las polémicas luego de la
molestia que se ha generado en
usuarios por los planes de pago
ofrecidos por las isapres, con
montos mínimos y en un plazo
extendido. 

Así, en el Congreso no tardaron
en apuntarla como una de las res-
ponsables, al igual que al superin-
tendente de Salud, Víctor Torres,
principalmente desde el oficialis-
mo. Críticas además gatilladas
tras la vocería de este lunes de la
ministra Camila Vallejo apuntan-
do precisamente al Parlamento
como responsable de aprobar los
plazos extendidos de pago de las
aseguradoras. 

El problema es que la ministra
Aguilera, debido a su trayectoria
en cargos técnicos (asesora y ha li-
derado diferentes departamentos
en el Ministerio de Salud hace dé-
cadas), no tendría gran respaldo
político en el Parlamento, por lo
que las críticas que le han llegado
han sido incluso desde el oficialis-
mo. 

El diputado Alexis Sepúlveda
(P. Radical), por ejemplo, asegura
que “la responsable es la ministra.
Este es un tremendo bochorno
para el Ejecutivo. Yo creo que el
Gobierno tiene que tomar cartas
en el asunto. No pueden hacer co-
mo que aquí no ha pasado nada.
Aquí no se entregó toda la infor-
mación al Congreso, más allá de la
responsabilidad que tiene cada
parlamentario de estudiar las le-
yes y ver eventualmente los al-
cances que pueden tener”. 

“La ministra tiene la responsa-
bilidad y no solamente en este te-
ma grave; tenemos un tremendo
problema en las listas de espera.
Hay gente que se está muriendo
por no tener atención y por lo tan-
to, creo que la ministra no tiene la
capacidad de gestión para dirigir
este ministerio que es tremendo,
que tiene una gran cantidad de di-

ficultades, sus equipos no están
afiatados y por lo tanto, creo que
es el momento de dar un paso al
costado, asumir hidalgamente la
responsabilidad, porque la pri-
mera responsabilidad es del Eje-
cutivo que presenta el proyecto y
esa es la responsabilidad de la mi-
nistra de Salud”, dice Sepúlveda.

Mientras que el diputado Juan
Santana (PS) dice: “Acá hubo un
error de cálculo grave. Si uno tie-
ne que resumir la historia de las
isapres, es una historia de aprove-
char cualquier mínimo espacio
que les da la legislación para abu-
sar de los usuarios. Lo hicieron así
incluso obviando la sentencia del

Tribunal Constitucional que de-
claraba inconstitucional las alzas
diferenciadas de planes. No haber
considerado eso a la hora de votar
la ley corta fue una equivocación
por parte del oficialismo. La preo-
cupación por la viabilidad del sis-
tema, principal bandera de miedo
azuzada por la derecha, dejó en
segundo plano la responsabilidad
de las aseguradoras en pagar lo
que les cobraron ilegalmente a los
usuarios y en eso también debe
haber autocrítica de parte de la
ministra Aguilera”.

A lo que el diputado Jaime Ara-
ya (ind-PPD) agrega que es Torres
quien “debería asumir la respon-

sabilidad que le cabe al Gobierno
en lo que ocurrió. Porque aquí la
verdad es que ha habido harta
mala fe del Gobierno al comuni-
car la situación. Lo que aprobó el
Congreso, que fue el informe de la
Comisión Mixta, establecía un
rango mínimo y máximo de dura-
ción de los planes de pago. O sea,
podían hasta tres años pagar. Pero
quien decidió y aceptó esos pla-
nes fue el propio Gobierno, a tra-
vés de la superintendencia”.

Por su parte, la ministra de Sa-
lud volvió a defender su posición,
en conversación con CNN Radio:
“Nosotros como Ministerio de Sa-
lud no tenemos que ver con la me-

cánica del pago, nosotros estable-
cimos un marco legal para que las
isapres presentaran un plan de
pago, que eso es lo que dice la ley,
y que tenía que ser revisado por
un consejo asesor y
aprobado por la su-
perintendencia”.

Y que “lo que
más nos importa es
que las personas
mantengan sus co-
berturas de segu-
ro”, aunque reco-
noció que “el que
se entreguen de cuotas tan peque-
ñas, por supuesto que despresti-
gia a las isapres”.

“Ellos deberían haber hecho un
esfuerzo mayor por explicarlo y
por abreviar los plazos en las cuo-
tas que son muy pequeñas”, dijo. 

La defensa de la
comisión de Salud

Pese a las críticas que han reci-
bido las autoridades, en la comi-
sión de Salud del Senado son más
cautos al momento de apuntar a
los responsables, y sobre todo ha-

cen un emplazamiento al supe-
rintendente Torres para corregir
la situación. 

El senador Sergio Gahona
(UDI), por su parte, apunta a que
“aquí lo que hay que hacer, en vez
de estar criticándose entre autori-
dades y poderes del Estado, es
buscar soluciones, y la superin-
tendencia tiene las herramientas
necesarias para buscar plazos dis-
tintos. Porque fue el Ejecutivo el
que autorizó los planes de pago”. 

Y si bien no cree que se deban
pedir renuncias, asegura que
“quien aprobaba finalmente era la
superintendencia, ahora, en tér-
minos políticos, por supuesto que
todo ministro es responsable polí-
tico de las medidas que se toman
al interior de su ministerio, inclu-
so con aquellos organismos que
son autónomos, como es el caso
de la Superintendencia de Salud”. 

Por su parte, el senador Juan
Luis Castro (PS) advierte que “so-
bre renuncias, se cae en el límite
de la politización”, aunque enfati-
za en el malestar que persiste con-
tra Vallejo: “Los emplazamientos

de la vocera al Le-
gislativo están de
más cuando la ley
corta fue aprobada,
sin mi voto favora-
ble, a petición ex-
presa del Gobierno.
Entonces lo que ca-
be, más que excul-
parse, es que el Eje-

cutivo exija, vía Superintendencia
de Salud, la corrección de todos
los planes de pago irritantes a la
ciudadanía afiliada a isapres”. 

Francisco Chahuán (RN) dice:
“Lo que hizo el Congreso, y el Go-
bierno, es que se estableció un
marco para los efectos de estable-
cer cómo finalmente la Superin-
tendencia de Salud iba a estable-
cer finalmente la autorización de
los planes de ajuste y pago para
las devoluciones a los asignados
de las exámenes. En ese contexto
es que acá se le pide al superinten-
dente solución y explicación”.

Senadores apuntan a que el organismo regulador rectifique la situación:

Restitución de montos de las isapres aumenta
presión oficialista sobre Aguilera y Torres

MARIANNE MATHIEU

Parlamentarios han acusado tanto a la ministra como al superintendente de Salud por el escenario que afecta a los afiliados, sobre
todo tras la vocería de Vallejo en que apuntó al Congreso por los plazos que aplicaron las aseguradoras.

Juan Santana, 
diputado PS. 

Sergio Gahona, 
senador UDI. 

Ximena Aguilera, 
ministra de Salud. 

NOTIFICACIÓN
La semana pasada las

aseguradoras comenzaron
a notificar a los afiliados
de los plazos y montos de

pago adeudados. 

‘‘Quien aprobaba finalmente
era la superintendencia; ahora, en
términos políticos, por supuesto que
todo ministro es responsable político
de las medidas que se toman al
interior de su ministerio”.
........................................................................................

SERGIO GAHONA
SENADOR UDI

‘‘Creo que es el momento de dar un
paso al costado, asumir hidalgamente la
responsabilidad, porque la primera
responsabilidad es del Ejecutivo que presenta
el proyecto y esa es la responsabilidad de la
ministra de Salud”.
..........................................................................................................
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Víctor Torres, 
superintendente de Salud. 

Impacto en la comunidad
valdiviana, que también sufre
los efectos de la crisis de segu-
ridad: luego de cinco días, ayer
falleció la funcionaria de salud
Rosalía Miranda Vera, de 60
años, herida a bala en su cabeza
mientras se trasladaba a bordo
de una micro, rumbo a visitar
la tumba de su esposo, falleci-
do hace unas semanas.

Los hechos se remontan al
pasado sábado,
cerca de las 13:00
horas, cuando la
mujer recibió el
disparo que pene-
tró desde el exte-
rior por el vidrio a
su costado, en un
hecho que está en
investigación por el Ministerio
Público y Carabineros y por el
cual aún no hay detenidos.

Tras esto, la víctima se man-
tuvo internada en estado de
gravedad. Ya la noche del
miércoles, la Delegación Presi-
dencial Regional de Los Ríos
confirmó que “se encuentra

con muerte cerebral, a la espe-
ra de someterse al procedi-
miento de procuramiento de
órganos, acto voluntario y al-
truista autorizado por su fami-
lia de acuerdo con su voluntad
de ser donante”.

Erick Vargas, director del
Hospital de Valdivia, sostuvo
que “como equipo hospitala-
rio, lamentamos profunda-
mente la partida de una desta-
cada funcionaria, que por más
de 16 años dedicó su vida al ser-

vicio de nuestra
comunidad”.

El f iscal Álex
Montesinos sos-
tuvo que indagan
el delito de homi-
cidio consumado
y que “este dispa-
ro se produjo en el

contexto de un enfrentamien-
to de, a lo menos, dos o tres
sujetos que mantenían armas
de fuego, y que estaban inter-
cambiando disparos en los
momentos en que transitaba
esta micro de recorrido urba-
no, donde se desplazaba la
víctima”.

Recibió un disparo el sábado: 

Fallece funcionaria de
salud baleada cuando
iba en micro en Valdivia 

Fiscalía investiga un posible
enfrentamiento entre bandas. 
ÓSCAR RIQUELME

BALA.— El disparo ingresó por una de las ventanas del bus del trans-
porte público. 
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FUNCIONARIA
La víctima trabajó

durante 16 años en el
Hospital Base de

Valdivia.

Los hospitales regionales de
los extremos norte y sur del país
enfrentan hoy como factor co-
mún los resultados obtenidos en
la Encuesta Trato Usuarios 2024
del Ministerio de Salud (Min-
sal), que los ubican entre los re-
cintos con las evaluaciones más
bajas del país.

Este ranking reconoce las prác-
ticas de buen trato y calidad de
atención ofrecida a los usuarios
del sistema de salud que forman
parte de la red pública asisten-
cial. Según sus resultados, los
trabajadores de los estableci-
mientos que otorguen un mejor
trato a los usuarios y pacientes
reciben un incentivo económico.

Considerando todos los recin-
tos de salud de alta complejidad
del sistema público, los que reci-
bieron las tres peores evaluacio-
nes fueron los hospitales Dr.
Leonardo Guzmán (6,40), de
Antofagasta; Doctor Carlos Cis-
ternas, de Calama (6,38), ambos
en la Región de Antofagasta; y el
Hospital Regional de Coyhaique
(6,15), en la Región de Aysén.
Los siguen en la parte baja del
ranking los centros asistenciales
de Puerto Montt, Punta Arenas e
Iquique. 

Sobre los malos resultados,
Jacqueline Echeverría, presiden-
ta del Consejo Consultivo de
Usuarios del Hospital Carlos
Cisternas, de Calama, plantea
que faltan especialistas en este
centro asistencial. “Como somos
una zona minera, considerada
como una zona de sacrificio, es
difícil que los profesionales
quieran venir a servir a nuestra
ciudad”, explica.

Mientras que Jaime Vásquez,

vecino de Coyhaique, afirma
que no se sorprendió con el re-
sultado que ubica en el último
lugar de la evaluación al hospital
regional de su ciudad. 

“Tiene problemas graves de
condiciones laborales, de infra-
estructura y en especialidades
médicas. Y lo otro que falta es re-
solución de los procesos. Cuan-
do uno se va a tomar un examen,
hay gente que espera entre tres a

ocho meses para hacerse una re-
sonancia y un escáner y, lamen-
tablemente, cuando el paciente
va a ver al médico para que le to-
me el diagnóstico y tratamiento,
ya es tarde”, agrega.

Y aunque el ranking clasifica a
los recintos entre los mejor y pe-
or evaluados, llama la atención
que las calificaciones para todos
ellos se ubiquen sobre la nota
seis. Frente a este escenario, Luis

Castillo, exsubsecretario de Re-
des Asistenciales y decano de la
Facultad de Ciencias de la Salud
de la U. Autónoma, expresa que
las encuestas a nivel hospitalario
debieran perfeccionarse.

“Es muy difícil que alguien ca-
lifique mal a un hospital de com-
plejidad o de referencia, cuando
yo me estoy atendiendo ahí.
Además, este es el promedio del
hospital. Debería hacerse una
segmentación, una diferencia-
ción de la encuesta, respecto a

servicios clínicos”.
Además, Castillo cuestiona

que para los gremios esta en-
cuesta ha pasado a ser una parte
esencial de sus sueldos y no un
bono excepcional: “En muchos
gremios esto ha sido interpreta-
do e incorporado como una ren-
ta más, más que como un incen-
tivo de desarrollo para premiar a
los mejores funcionarios”.

Sin embargo, la seremi de Sa-
lud de Los Lagos, Karin Solís,
asegura que la encuesta es licita-
da por el Minsal y la realiza un
organismo externo y que, por lo
tanto, puede definirse como in-
dependiente. “En general, que a
nivel nacional todos tengan más
de 6 es positivo. Después, en una
segunda etapa, esto desencade-
na ciertas asignaciones de bono
(...). A mejor tramo, un mejor bo-
no de asignación, y se van alejan-
do en la medida en que tienen
menos nota”, afirma la seremi. 

Según datos del Ministerio de Salud:

Hospitales del norte y sur del 
país registran las notas más bajas 
en encuesta de trato a usuarios

Un denominador común es la falta de especialistas en esas zonas. No obstante, todos
los recintos de Chile lograron notas sobre 6. La evaluación implica bonos al personal.
C. CERDA, S. NEIRA Y C. FRÍAS

SONDEO
La encuesta busca premiar los

servicios con funcionarios
valorados como agentes de

buena atención.
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